
 

 

 

Proceso Ejecutivo Hipotecario 

Demandante Promosumma S.A.S.  

Demandado Melissa Lopera Rojas y O. 

Radicado  05001 22 03 000 2021 00342 

Procedencia Juzgado 3º Promiscuo Mpal. de Sabaneta 

Interlocutorio N° 170 

Asunto Conflicto de competencia 

Tema  Concurrencia de fueros. Competencia a 
prevención. Derecho del demandante a elegir 
juez para conocer del proceso. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR  

 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Medellín (Ant.), veintidós de octubre de dos mil veintiuno  

 

I. OBJETO 

 

Se decide el conflicto negativo de competencia, suscitado entre 

el JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN 

con el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

ENVIGADO (ANT.), en el proceso ejecutivo adelantado por la 

sociedad PROMOSUMMA S.A.S. en contra de las señoras 

MELISSA LOPERA ROJAS y NATHALIA GARCÉS ARANGO. 
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II. ANTECEDENTES 

 

Hechos, actuaciones y proposición del conflicto. La 

sociedad PROMOSUMMA SAS, con domicilio principal en la 

ciudad de Medellín, presentó demanda ejecutiva hipotecaria en 

contra de las señoras MELISSA LOPERA ROJAS y NATHALIA 

GARCES ARANGO, para que se libre mandamiento de pago por 

las obligaciones contenidas en el pagaré No. 11235, suscrito 

por las demandadas a favor de la demandante, respaldado con 

garantía real sobre el inmueble identificado con M.I. No. 01N-

456565; la demanda la radicó ante los jueces civiles del 

circuito de ® de Envigado (Ant.); en el libelo introductorio 

indica que “las señoras MELISSA LOPERA ROJAS, mayor de 

edad, identificada con C.C. No. 1.128.269.583, con domicilio 

en el Municipio de La Estrella - Antioquia y NATHALIA 

GARCES ARANGO, mayor de edad, identificada con C.C. No. 

43.619.262, con domicilio en el Municipio de Envigado – 

Antioquia”; así mismo, en el hecho décimo expresamente 

indica “Con la presente demanda, y en los términos del 

artículo 468 del Código General del Proceso, NO se solicitará 

que exclusivamente se decrete el embargo del bien 

inmueble hipotecado, sino que el acreedor perseguirá el 

pago de la obligación en dinero, con otros bienes 

adicionales y de propiedad de los demandados” (negritas 

intencionales).  

 

La demanda correspondió al JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE ENVIGADO (ANT.), quien por auto del 16 de 

junio de 2021, se declaró incompetente para conocer del 

proceso, argumentando que en “los procesos en los que se 
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ejerciten derechos reales, y en el proceso ejecutivo con título 

hipotecario se ejerce, como que la hipoteca es derecho real, la 

competencia territorial se encuentra asignada, de modo 

privativo, a los jueces del lugar donde estén ubicados los 

bienes garantes (art. 28, num. 7, del CGP), lo cual significa 

que no le es dable al actor escoger entre el domicilio del 

demandado (art. 28, num. 1, del CGP), el lugar de pago de las 

obligaciones (art. 28, num. 3, del CGP), y el lugar de ubicación 

de los inmuebles (art. 28, num. 7 citado), sino que debe 

presentar la demanda, de forma exclusiva y única, ante los 

jueces que correspondan a la última opción”. 

  

El proceso se asignó al Juzgado Décimo Civil del Circuito de 

Medellín, quien por auto del día 9 de julio de 2021, se declaró 

incompetente para asumir su conocimiento, argumentando 

que “la ejecutante dentro del presente asunto fue enfática en 

sostener que la demanda no se presentó para hacer efectiva la 

garantía real, por lo cual aseguró estar pretendiendo el pago 

de las obligaciones insolutas para seguridad de lo cual solicitó 

el decreto de medidas cautelares sobre diversos bienes 

de las demandadas, pero no exclusivamente sobre el 

que resulta ser objeto de la garantía hipotecaria. Luego, 

francamente, con la demanda no se está haciendo valer la 

garantía real y, por tanto no se está ante el evento del 

mentado numeral 7º del artículo 28, por no estar la 

demandante ejerciendo derecho real alguno”; soportó la 

decisión en un caso similar, en el que la Sala Civil de la Corte 

Suprema de Justicia1, dirimió un conflicto de competencia 

 
1 AC5937-2016, radicación N°. 11001-02-03-000-2016-02387-00 de septiembre 07 de 2016 MP 

Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo 
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entre el juzgado Octavo Civil del circuito de Medellín y su 

homólogo de Ciudad Bolívar, en que precisó: 

 

Así las cosas, evidencia la Corte que la modificación aludida no 

fue la más coherente, puesto que olvidó que los juicios 

ejecutivos en los cuales se hace valer una garantía hipotecaria 

también se aplica la regla de competencia territorial aludida, y 

que en el numeral 3º del proyecto de artículo 28 se indica que 

en los procesos que involucraran títulos ejecutivos sería 

competente, con el del domicilio del demandado, el juez del 

lugar de cumplimiento del acuerdo (…) Con otras palabras, la 

modificación al proyecto de Ley implicó contradicción porque 

en ella se da de modo privativo la competencia al juez del 

lugar de ubicación del bien mientras que ya se había 

pretendido dejarla en el del domicilio del demandado en 

concurrencia con el del lugar de cumplimiento del contrato (…) 

Por ende, una interpretación finalista pone al descubierto que 

no fue el querer del legislador modificar las pautas de 

competencia territorial en tratándose de juicios ejecutivos en 

los cuales se hiciera valer una hipoteca sobre un inmueble (…) 

Con esa óptica, debe colegirse, como ya se indicó, que 

en tales eventos concurren los tres factores 

mencionados, concurrentemente, el del domicilio del 

ejecutado, el lugar pactado para el pago y el de 

ubicación del inmueble gravado. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

El conflicto negativo de competencia: Un conflicto negativo 

de competencia se origina, cuando dos Despachos Judiciales 

respectivamente reniegan de la misma, uno de los cuales 
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virtualmente está llamado a conocer del asunto, por la 

aplicación de los diferentes fueros que existen para su 

determinación (Art. 139 del C. General del Proceso).  

 

Determinación de la competencia: De conformidad con el 

numeral 1º del art. 28 del C.G.P., “En los procesos 

contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es 

competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios 

los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de 

cualquiera de ellos a elección del demandante; a su vez, el 

numeral 3º preceptúa: “en los procesos originados en un 

negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos, también es 

competente el juez del lugar de cumplimiento de cualquiera de 

las obligaciones. La estipulación de domicilio contractual para 

efectos judiciales se tendrá por no escrita; por su parte, el 

numeral 7º dispone: “En los procesos en que se ejerciten 

derechos reales, en los divisorios, de deslinde y 

amojonamiento, expropiación, servidumbres, posesorios de 

cualquier naturaleza, restitución de tenencia, declaración de 

pertenencia y de bienes vacantes y mostrencos, será 

competente, de modo privativo, el juez del lugar donde estén 

ubicados los bienes, y si se hallan en distintas 

circunscripciones territoriales, el de cualquiera de ellas a 

elección del demandante.”  

 

El caso concreto: Se advierte que el inmueble objeto de 

gravamen hipotecario (M.I. No. 01N-456565), está situado en 

la ciudad de Medellín (Carrera 80 No. 52 B-79, Int. 201), lo 

que se desprende del acto escriturario y el certificado de 

libertad; no obstante, en el hecho décimo de la demanda 

expresamente indica: “Con la presente demanda, y en los 
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términos del artículo 468 del Código General del Proceso, NO 

se solicitará que exclusivamente se decrete el embargo 

del bien inmueble hipotecado, sino que el acreedor 

perseguirá el pago de la obligación en dinero, con otros 

bienes adicionales y de propiedad de los demandados” 

(negritas intencionales). 

 

El art. 23-10 del derogado C. de P. Civil, expresa y 

taxativamente indicaba los procesos sobre bienes donde el 

juez de su ubicación conocía en forma privativa, donde 

necesariamente no tenían por objeto un derecho real, norma 

que no daba margen a dudas por la claridad que brindaba; en 

el código general del proceso, esta norma se reemplazo por el 

numeral 7º del art. 28, que no solo amplió la lista, sino, que 

confusamente encabeza la redacción diciendo que “En los 

procesos en que se ejerciten derechos reales …”, con lo cual  

deja de lado que este fuero concurría con el personal y el 

contractual; como incluso, así aparece consignado en los 

ordinales 1º y 3º del mencionado art. 28; confusión que 

advirtió el Tribunal de Casación en la sentencia citada en la 

Declaratoria de incompetencia por el estrado judicial de 

Medellín, para precisar que en los procesos hipotecarios 

concurre el fuero real con el personal y el contractual, 

precisando que esta es la interpretación finalista que se 

impone.  

 

En este caso, la ejecutante a más de pretender hacer efectiva 

la garantía real sobre los bienes gravados con hipoteca, solicitó 

el decreto de medidas cautelares sobre otros bienes inmuebles 

de propiedad de las demandadas, identificados con las 

matrículas inmobiliarias números 54430801 y 59723802, del 
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vehículo con placas RAZ939 y de los remanentes dentro del 

proceso radicado con el No. 2013-1165 que se adelanta ante el 

Juzgado Primero Civil Municipal de Envigado; siendo ostensible 

la concurrencia de los tres fueros citados; lo que implica la 

presencia de una competencia a prevención, donde la parte 

actora legalmente esta facultada para escoger entre el juez del 

domicilio de las demandadas, el del lugar del cumplimiento de 

la obligación y donde está situado el inmueble gravado con 

hipoteca para presentar la demanda, privando a los demás 

para conocer del proceso.   

 

Teniendo en cuenta lo anterior, no se advierte razón para que 

el juez al que inicialmente se repartió la demanda, se 

declarara incompetente para asumir su conocimiento, con el 

argumento de que la competencia para conocer del presente 

asunto es privativa atendiendo a que se ejercitan derechos 

reales, cuando como se indicó, en el presente caso hay 

concurrencia de fueros; esto es, el personal, el contractual y el 

real y, además se persiguen otros bienes diferentes al gravado 

con hipoteca; ahora, la parte actora decidió radicar la 

competencia en el municipio de Envigado, lugar del domicilio 

de la codemandada Nathalia Garcés Arango, privando de 

competencia al de Medellín, lugar de ubicación del bien 

gravado con hipoteca y del cumplimiento de la obligación. 

 

Consecuente con lo anterior, se asignará la competencia al 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ENVIGADO 

(ANT.), para conocer de la presente demanda, a quien se 

remitirá el expediente, de lo cual se informará al JUZGADO 

DECIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN y a la parte 

interesada. 



 8 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA UNITARIA DE DECISION 

CIVIL, 

 

R E S U E L V E: 

 

1. DEFINIR la competencia para conocer de la presente 

demanda en el JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE ENVIGADO (ANT.), por lo indicado en la parte motiva. 

 

2. Remítase el expediente al referido juzgado, para que 

imprima el trámite que legalmente corresponde. 

  

3. Ofíciese al JUZGADO DÉCIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLIN, y a la parte interesada, informando la decisión 

adoptada, a quienes se remitirá copia de este proveído. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

Magistrado 


